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Procesado: YAMG.
Rad. # 661706000066202151256 01

Delito: Lesiones personales dolosas. 

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas con funciones de conocimiento.

Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia condenatoria

Decisión: Se decreta la nulidad de la actuación procesal.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / DEBIDO PROCESO / DERECHO A LA DEFENSA / AUSENCIA DE DEFENSA TÉCNICA / NULIDAD PROCESAL
DERECHO DE DEFENSA – Concepto.
… el Derecho a la Defensa es una de las garantías fundamentales que hacen parte de ese cúmulo de principios conocidos como Debido Proceso, consagrado tanto en el inciso 3º del artículo 29 de la Carta; como en el inciso 2º del artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José; el inciso 3º del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y el artículo 8º del C.P.P.
DERECHO DE DEFENSA – Contenido.
… Del contenido de la normativa antes enunciada, se desprende que es muy amplio el radio de acción del Derecho a la Defensa, puesto que el ejercicio de este derecho comprende: - El Derecho que le asiste al Procesado de conocer los cargos que son objeto de la acusación o de la imputación. - La posibilidad de ser representado por un Profesional del Derecho, ya sea designado por el mismo Procesado o en su defecto por el Estado, para que asuma la Defensa Técnica, la cual deberá ser integral e ininterrumpida. - El derecho de controvertir y confrontar las pruebas que se alleguen en contra del Procesado, así como de presentar pruebas para desvirtuar y refutar la acusación. - El Derecho a impugnar el fallo o la sentencia condenatoria ante un Tribunal o Juez de superior jerarquía.
DERECHO A LA DEFENSA TÉCNICA – Contenido.

Es de anotar que en lo que atañe con el derecho que le asiste a la procesada de ser representada por un letrado, no solo basta la designación de un profesional del derecho para que asista a la acriminada, por cuanto es requisito indispensable que el togado que apadrine los intereses de la encartada: a) Tenga la capacitación y los conocimientos jurídicos básicos en el área del derecho en la que ejerce su actividad jurídica; b) En la estrategia defensiva que se asuma no se puede dejar abandonada a la procesada a su suerte, ni dejarla tirada al garete; c) Buscar las mejores alternativas que podrían resultar más beneficiosas para los intereses de la procesada.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL No. 4

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticinco (2.025).

Aprobado por acta No. 198
Hora: 3:30 p.m.

Procesado: YAMG
Rad. # 661706000066202151256 01
Delito: Lesiones personales dolosas. 

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas con funciones de conocimiento.
Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia condenatoria

Temas: Yerros de valoración probatoria. Hipótesis de ausencia de defensa técnica, que viciarían de nulidad la actuación procesal.
Decisión: Se declara la nulidad de la actuación procesal.
ASUNTO A DECIDIR:

Procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia proferida en las calendas del treinta (30) de agosto de 2.024 por el Juzgado 1º Penal Municipal con funciones de conocimiento, dentro del proceso que se siguió en contra de la procesada YAMG, quien fue acusada de incurrir en la comisión del delito de lesiones personales dolosas.
ANTECEDENTES:

Según se desprende de lo consignado en el expediente, los hechos que concitan la atención de la Colegiatura tuvieron ocurrencia a eso de las 02:00 horas del día 30 de octubre de 2.021 a la altura de la manzana 5 casa 27 del barrio Júpiter — municipio de Dosquebradas — y están relacionados con una reyerta protagonizada entre las ciudadanas SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ; LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE, y YAMG. 

Al parecer, las causas que originaron esa gresca, se debieron a que las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE sorprendieron a un habitante de calle — de nombre FREDY ANDRÉS PÉREZ MONROY — en el preciso instante en el que él se encontraba tirando una basura en inmediaciones del inmueble en donde ellas residen. 

Al recriminar al habitante de calle por lo que estaba haciendo, dicho fulano les manifestó a las aludidas ciudadanas que él había sido contratado por la Sra. YAMG — vecina de ese sector — quien le había pagado para que procediera de esa manera. 
En ese preciso instancia, se apareció la Sra. YAMG, quien procedió a agredir verbal y físicamente a las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE.
Como consecuencia de la reyerta, las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE sufrieron daños en su integridad corporal, razón por la cual el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses — (INMLCF) — les dictaminó respectivamente una incapacidad médico legal definitiva de 07 y de 45 días sin secuelas médico legales. 
LA ACTUACIÓN PROCESAL:
1) Al presente asunto se le dio trámite a la luz de lo establecido en la Ley # 1826 de 2.017 — “Procedimiento Especial Abreviado” — por ende, el 29 de abril de 2.022 se corrió traslado del escrito de acusación a la procesada y a su defensor, en donde se le endilgaron a la señora YAMG cargos como posible responsable, a título de dolo, del delito de lesiones personales establecido en el art. 111 del C.P. en concordancia con el articulo 112 incisos 1° y 2°– del que fueran víctimas las ciudadanas SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE, los cuales no fueron aceptados por la encausada.  

2) El escrito de acusación se presentó el 04 de mayo de 2.022, correspondiéndole el conocimiento al Juzgado 1º Penal Municipal con Funciones mixtas de Dosquebradas, el cual diligenció audiencia concentrada el día 06 de junio de 2.023. 
3) La audiencia de juicio oral se llevó a cabo los días 29 de agosto de 2.023, 16 de enero de 2.024 y 12 y 25 de julio de esa misma anualidad. Una vez agotada la fase probatoria del juicio y escuchados los alegatos de las partes, el 16 de agosto de 2.024, se dio a conocer el anuncio del sentido del fallo, mismo que resultó ser de carácter condenatorio. Acto seguido, se hizo el traslado del procedimiento establecido en el art. 447 del C.P.P.

4) El 30 de agosto de 2.024, se dio a conocer el fallo, contra el cual la Defensa manifestó que interponía el recurso de apelación, mismo que fue sustentado según lo dicta la Ley # 1826 de 2.017.

LA SENTENCIA APELADA:

Como ya se indicó, en la fecha arriba señalada se dictó por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, la respectiva sentencia mediante la cual se declaró la responsabilidad penal de la ciudadana YAMG por haber incurrido en la conducta de lesiones personales dolosas, quien, como consecuencia de la declaratoria del compromiso penal que le fue endilgado en su contra, fue condenada a purgar una pena de 16 meses de prisión.  
De igual manera, en el fallo confutado a la procesada YAMG, se le concedió el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución condicional de la pena, ya que en su caso particular se satisfacían los requisitos de los artículos 63 y 68 A del CP.P. obligándola a suscribir la respectiva diligencia de compromiso a la que hace alusión el artículo 65 ibidem.   

Las razones que tuvo el Juzgado A quo para poder declarar penalmente responsable a la procesada YAMG al considerar que las pruebas presentadas durante el juicio oral demostraron, más allá de toda duda razonable, que ella fue responsable del acto doloso que causó las lesiones a SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE.

Para poder llegar a la anterior conclusión, el Juzgado de primer nivel inicialmente tuvo como hecho cierto el consistente en que con base en las pruebas periciales rendidas por parte del INMLCF, se logró demostrar la materialidad de los hechos, los cuales tienen que ver con las lesiones ocasionadas a las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE, a quienes, respectivamente, se les dictaminó una incapacidad médico legal definitiva de 07 y de 45 días sin secuelas médico legales. 

De igual manera, el Juzgado de primer nivel expuso que de las pruebas habidas en el proceso, se acreditó sin hesitación alguna el juicio de responsabilidad criminal pregonado en contra de la procesada YAMG, porque, luego de analizar en conjunto los relatos de los testigos presenciales de los hechos, entre ellos las víctimas, se tiene que hubo unanimidad, consistencia y coherencia en señalar que la procesada fue la persona quien agredió físicamente a las ofendidas. 
Por otra parte, en lo que tenía que ver con las pruebas testimoniales de descargos — los testimonios absueltos por los Sres. SANTIAGO SERNA ORDOÑEZ y GUSTAVO ADOLFO MORALES SÁNCHEZ — el Juzgado A quo les restó credibilidad a sus dichos, debido a que por parte de ellos: a) Se advirtió un ánimo de favorecer a la procesada; b) Incurrieron en inconsistencias entre lo relatado por ellos y la procesada, porque mientras que los testigos fueron enfáticos en manifestar que ambos se encontraban en la cancha al frente de la casa de las Sras. SANDRA y LUZ EVILA; tal versión no corresponde con el relato de la señora GLORIA PATRICIA CANO HENAO, cuando ésta, en juicio oral, indicó que al asomarse no se percató de la presencia de más personas en el teatro de los hechos o en la cancha. De igual manera, SANTIAGO SERNA tampoco dijo que estuviera ese día con GUSTAVO ADOLFO MORALES, situación que denota un afán por los testigos en favorecer a la procesada.

LA ALZADA:

El profesional del derecho que representa a la señora YAMG apeló el fallo de primera instancia, por considerar que el Juzgado A quo había realizado una errónea valoración probatoria que no se ajusta a lo probado en el juicio, y en consecuencia deprecó por la revocatoria del fallo opugnado, y la subsecuente absolución de la procesada de los cargos por los cuales fue llamada a juicio. 

Al expresar los motivos que dieron lugar a su inconformidad con el fallo opugnado, la Defensa invocó los siguientes argumentos: 
· Durante las etapas procesales, no se presentó por parte de la Fiscalía material probatorio conducente que permitiera determinar, más allá de toda duda razonable, la responsabilidad penal de la señora YAMG.
· Si bien para el Despacho de primera instancia las declaraciones de las señoras SANDRA LORENA y LUZ EVILA guardan correspondencia, coherencia y consistencia sobre los hechos jurídicamente relevantes planteados por la Fiscalía, fue porque que ambas rindieron juntas la declaración, es decir, en el mismo espacio, considerando que la consecuencia no es otra que acomodar la misma versión. 
· Los antecedentes, tanto de la señora SANDRA LORENA CASTRILLÓN como los de su prohijada, muestran un conflicto que viene de tiempo atrás, por lo que a su consideración se instrumentalizó la justicia con el propósito de perjudicar penalmente a su representada. 
· Tanto los testigos presentados por la defensa como el testimonio rendido por la misma procesada, fueron enfáticos en señalar que la persona que causó la agresión a las presuntas víctimas, fue la señora MARÍA THALIA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, quien además solicitó ser escuchada a fin de aceptar y reconocer su responsabilidad. No obstante, indicó que la defensa dizque solo tuvo conocimiento de esa situación en el desarrollo del juicio oral. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de 1ª instancia proferida por un Juzgado Municipal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial, la Sala Penal de Decisión de esta Colegiatura, según las voces del numeral 1º del artículo 34 C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada.  

- Problema Jurídico: 

Acorde con los argumentos esgrimidos por el apelante en la sustentación de la alzada, la Sala considera que se le ha planteado el siguiente problema jurídico:

¿Cumplió la Fiscalía con su deber de traer al proceso suficientes EMP o EF para que se evidencien como cumplidos los requisitos exigidos por el artículo 381 del C.P.P. para que se pudiera proferir una sentencia condenatoria en contra de la señora YAMG, por presuntamente haber incurrido en la comisión del delito de lesiones personales dolosas, donde funge como víctimas las ciudadanas SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE? 
De igual manera, la Sala como problema jurídico colateral, avizora el siguiente: 

¿Se encuentra viciada de nulidad la actuación procesal, como consecuencia de que la procesada YAMG no fue asistida debidamente por parte del Letrado que la estuvo representando en el devenir del proceso?

- Solución: 
Acorde con el contenido de la controversia puesta a consideración de la Colegiatura, se tiene que a la Sala le correspondería establecer si: a) El Juzgado de primer nivel incurrió en yerros en la valoración del acervo probatorio, por cuanto del contenido de las pruebas habidas en el proceso no se satisfacían los requisitos para que se pudiera proferir una sentencia condenatoria en contra de la procesada YAMG; b) El proceso se encuentra viciado de nulidad, por cuanto no fue adecuada la Defensa técnica que tuvo la procesada YAMG.
De la anterior delimitación que la Sala ha efectuado del contenido de la controversia, se tiene que una está relacionada con verificar si la actuación procesal se encuentra viciada de nulidad, lo cual implica que la Colegiatura antes de abordar todo aquello que tiene que ver con la ocurrencia de los yerros de valoración probatoria denunciados por el apelante, tiene el deber de hacer uso de las medidas que tiendan con el eventual saneamiento del proceso, entre las que se encuentra el verificar si éste está o no viciado de nulidad. 

La anterior postura asumida por la Sala es una consecuencia del principio de la “prioridad”, según el cual «el cargo de nulidad debe aducirse en primer término y así mismo ha de ser examinado por la Corte pues, dada su naturaleza, en el evento de que prosperara haría inútil el estudio de fondo de cualquiera otra de las censuras que se formulen en tanto, como su efecto sería la invalidez de la actuación, la sentencia objeto del reproche quedaría sin sustento legal…»
.

En ese orden de ideas, se tiene que el Derecho a la Defensa es una de las garantías fundamentales que hacen parte de ese cúmulo de principios conocidos como Debido Proceso, consagrado tanto en el inciso 3º del artículo 29 de la Carta; como en el inciso 2º del artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José
; el inciso 3º del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
; y el artículo 8º del C.P.P.

Del contenido de la normativa antes enunciada, se desprende que es muy amplio el radio de acción del Derecho a la Defensa, puesto que el ejercicio de este derecho comprende:

· El Derecho que le asiste al Procesado de conocer los cargos que son objeto de la acusación o de la imputación.

· La posibilidad de ser representado por un Profesional del Derecho, ya sea designado por el mismo Procesado o en su defecto por el Estado, para que asuma la Defensa Técnica, la cual deberá ser integral e ininterrumpida.

· El derecho de controvertir y confrontar las pruebas que se alleguen en contra del Procesado, así como de presentar pruebas para desvirtuar y refutar la acusación.

· El Derecho a impugnar el fallo o la sentencia condenatoria ante un Tribunal o Juez de superior jerarquía.

Es de anotar que en lo que atañe con el derecho que le asiste a la procesada de ser representada por un letrado, no solo basta la designación de un profesional del derecho para que asista a la acriminada, por cuanto es requisito indispensable que el togado que apadrine los intereses de la encartada: a) Tenga la capacitación y los conocimientos jurídicos básicos en el área del derecho en la que ejerce su actividad jurídica; b) En la estrategia defensiva que se asuma no se puede dejar abandonada a la procesada a su suerte, ni dejarla tirada al garete; c) Buscar las mejores alternativas que podrían resultar más beneficiosas para los intereses de la procesada. 

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Sala que la realidad procesal es categórica en demostrarnos que el Letrado que representa los intereses de la procesada YAMG, no fue muy diligente en agenciar a su apadrinada, dado que en su estrategia defensiva “se le olvidó” descubrir y deprecar la práctica de una prueba testimonial que era supremamente relevante, conducente y pertinente para el esclarecimiento de los hechos, dado que con la misma se podía torpedear las pretensiones punitivas de la Fiscalía. 
La Sala se refiere al eventual testimonio de la señora MARÍA THALIA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, de quien, según afirmaciones de la procesada YAMG, fue la persona quien agredió a las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE, pero que al parecer las agraviadas, como consecuencia de una añeja inquina que le profesan a la Sra. YAMG, decidieron implicarla a ella en la comisión de algo en el que no tuvo arte ni parte. 
Como se podrá ver, el eventual testimonio de la Sra. MARÍA THALIA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, se tornaba en una prueba relevante y conducente para la Defensa, pues en el hipotético evento de que sea cierto lo dicho por la Sra. YAMG, era claro que se podría mandar a pique la teoría del caso propuesta por la Fiscalía, pero vemos que la Defensa técnica de la procesada en momento alguno en las etapas procesales pertinentes, ni descubrió ni deprecó la práctica de esa prueba testimonial de vital importancia para los intereses de la Defensa. 

Tan relevante para proceso resultaba el testimonio de la Sra. MARÍA THALIA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, que, de un análisis del contenido de las pruebas testimoniales de descargo, se tiene que todos los testigos, de una u otra forma, coinciden en aseverar que ella fue la persona quien tuvo arte y parte en lo sucedido con las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE. 

Prueba de lo anterior lo encontramos en: 

· Lo declarado por SANTIAGO SERNA ORDOÑEZ, quien fue enfático al indicar que se encontraba muy cerca del lugar en donde sucedieron los hechos, y observó como la señora SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ, luego de discutir con un habitante de calle por un asunto de basuras, se agredió físicamente con una “muchacha” que no identificó como YAMG, sino como otra vecina del sector de la cual desconoce su nombre. 

· Los testimonios absueltos por GLORIA PATRICIA HENAO CANO y GUSTAVO ADOLFO MARÍN SÁNCHEZ, quienes, si bien corroboraron la versión puesta en conocimiento por parte SANTIAGO SERNA, vemos que sí identificaron a la mujer que riñó con SANDRA LORENA CASTRILLÓN, gresca en la que, valga decir, también resultó lesionada la Sra. LUZ EVILA HERNÁNDEZ, señalando a una mujer de nombre “THALIA”, a quienes ambos reconocieron como una vecina del sector. 

· Esa tal “THALIA”, posteriormente fue identificada por la Sra. YAMG, como MARÍA THALIA SÁNCHEZ SÁNCHEZ, cuando en su testimonio dio a conocer que la tal “THALIA” fue hasta su casa, y le corroboró que la discusión y la agresión hoy objeto de debate, había sido con ella, y que por ende no entendía porque la estaban involucrando cuando esta, inclusive cuenta con fotos y videos de lo sucedido ese día.
De lo antes expuesto, se infiere meridianamente que el desempeño de la Defensa técnica de la procesada no fue el más diligente ni el más adecuado, y por el contrario se podría catalogar como de torpe, porque si el Letrado que representa a la encausada hubiera cumplido con el deber que le asistía de interrogar previamente a los testigos de descargos, e incluso de recibirles una entrevista, y de dialogar en debida forma con su apadrinada, se habría dado cuenta de la existencia de una persona, o sea la tal THALIA, que tenía una información vital para la Defensa, y que con su eventual testimonio se podría demostrar que — tal vez — las acusaciones efectuadas en contra de la procesada YAMG, quizás pudieron ser producto de una patraña urdida por parte de las Sras. SANDRA LORENA CASTRILLÓN HERNÁNDEZ y LUZ EVILA HERNÁNDEZ BUSTAMANTE, como consecuencia de las malquerencias que le profesaban a la Sra. YAMG.   

Es más, en el remoto de los eventos en los que se diga que la Defensa Técnica de la procesada desconocía de la existencia de la Sra. MARÍA THALIA SÁNCHEZ, vemos que a partir del momento en el que en el juicio se develó la existencia de ese personaje, le asistía la obligación de solicitarle al Juzgado de primer nivel que deprecara la práctica de esa prueba testimonial, lo cual se tornaba en procedente porque se estaba en presencia de una prueba sobreviniente, de carácter derivada, lo cual avalaba lo que se conoce como descubrimiento probatorio excepcional. 
Respecto de la prueba sobreviniente, de carácter derivada tenemos que la misma se encuentra regalada en el Artículo 344 del C.P.P que en su inciso 4° dispone: “Sin embargo, si durante el juicio alguna de las partes encuentra un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del juez quien, oídas las partes y considerado el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o si debe excluirse esa prueba”. De lo anterior, concluye la Sala que sería procedente la admisión de una prueba sobreviniente bajo las siguientes hipótesis: a) la que tiene lugar cuando después de agotadas las etapas procesales pertinentes, surge una prueba nueva que era desconocida por las partes y que resulta ser relevante para su teoría del caso; b) cuando del producto de las pruebas debatidas en juicio, surgen pruebas nuevas que eran desconocidas en su debido momento por alguna de las partes. 
Pero vemos que la realidad procesal nos enseña que nada de eso sucedió, porque ni en las audiencias concentradas, la Defensa — cuando le concernía — descubrió ni deprecó el testimonio de la Sra. MARÍA THALIA SÁNCHEZ; ni en el devenir del juicio, por estar en presencia de una prueba derivada, de la cual dizque desconocía de su existencia, solicitó su práctica como prueba sobreviniente. 
Como consecuencia de las torpezas y el proceder poco diligente en el que incurrió el Letrado que representa los intereses de la procesada, para la Sala no existe duda alguna que quizás es una persona no versada ni capacitada en los básicos conocimientos jurídicos que son propios del sistema procesal acusatorio, y, por ende, como consecuencia de la falta de conocimiento que aqueja a ese profesional del derecho, se tiene que la procesada podría terminar pagando los platos rotos, porque al haber omitido descubrir un elemento de prueba que se convertiría esencial para posiblemente demostrar la inocencia de su prohijada, es claro que la procesada se quedó sin pruebas testimoniales que permitieran refutar la acusación que se efectuó en su contra.  

En ese orden de ideas, para la Sala es claro que en el presente asunto tuvo lugar una violación del derecho a la Defensa técnica que le asiste a la procesada YAMG, y por ende se decretará la nulidad de lo actuado ante el Juzgado 1º  Penal Municipal de Dosquebradas, a partir de la oportunidad que la asiste a la defensa de descubrir sus elementos materiales probatorios y evidencia física en desarrollo de la audiencia concentrada de que trata el artículo 542 del Código de Procedimiento Penal,  con el fin de que el sujeto procesal que represente los intereses de la procesada, ejerza su función conforme a los deberes y obligaciones que le asisten como profesional del derecho; no sin antes advertir que no pretende la Corporación “arreglarle el caminado a la defensa” toda vez que lo que se procura es que se respeten las garantías que le asisten a la procesada, pues se reitera, que la realidad procesal es contundente en que la procesada terminó pagando las consecuencias de la torpeza del profesional del derecho que la representa en el presente asunto. 
De igual manera, a modo de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, dado que 

que el presente se tramitó bajo el procedimiento especial abreviado, y por ende habrá de tenerse en cuenta lo descrito en los artículos 22 y 23 de la Ley 1826 de 2.017, y en ese sentido se tiene que para este tipo de procesos se permite la notificación de las sentencias fuera de estrados; y en consecuencia se ordenará por Secretaría que se proceda con la remisión — vía correo electrónico — de copias del presente proveído de 2ª instancia con destino a las partes y demás intervinientes, por parte de la Secretaría, de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avalan ese tipo de notificaciones

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la Republica y por Autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado ante el Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, con funciones de conocimiento, a partir de la oportunidad que la asiste a la defensa de descubrir sus elementos materiales probatorios y evidencia física en desarrollo de la audiencia concentrada de que trata el Artículo 542 del Código de Procedimiento Penal,  con el fin de que el sujeto procesal que represente los intereses de la procesada, ejerza su función conforme a los deberes y obligaciones que le asisten como profesional del derecho. 

SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones.                                     
TERCERO: DECLARAR que en contra del presente proveído de 2ª instancia procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado por los interesados dentro de las oportunidades de ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN

Magistrado

-EN AUSENCIA JUSTIFICADA-
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 15 de noviembre de 2.001. Rad. # 12031.


� Aprobado mediante le Ley 16 de 1.972.


� Aprobado mediante Ley 74 de 1.968.
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